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NATURALEZA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 
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DEMANDANTE: GLORIA INÉS OCAMPO OSPINA  

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO. 

TERCERO CON  

INTERÉS:  MUNICIPIO DE MANIZALES 

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir sentencia 

anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 182A de la ley 1437 de 2011, 

adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 

2. CONSIDERACIONES 

 

 

2.1.SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo con lo 

dispuesto en el artículo 179 de la Ley 1437 de 2011, que en los asuntos de puro 

derecho o que no requieran la práctica de pruebas, se proferirá sentencia en la misma 

audiencia inicial, previa la oportunidad otorgada a las partes para que presenten sus 

alegatos de conclusión; sin embargo, en virtud de la modificación introducida por el 
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art. 39 de la ley 2080 de 2021; se dispuso que: “Lo anterior, sin perjuicio de lo indicado 

en el artículo 182A sobre sentencia anticipada. (…)”. 

  

El artículo 182 A, adicionado por el artículo 42 de la ley 2080 de 2021; reguló la 

sentencia anticipada en los siguientes términos:  

 

“Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.  Cumplido 

lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final 

del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito”. (rft) 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la práctica de 

pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la controversia, el juez 

contencioso administrativo puede prescindir de la realización de la audiencia inicial 

prevista en el artículo 180 del CPACA y en su lugar, proceder mediante auto a 

resolver lo atinente a la resolución de excepciones previas, fijación del litigio, sobre 

las pruebas documentales aportadas y posteriormente a correr traslado a las partes 

para alegar de conclusión. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son suficientes para 

decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula judicial a impartir el 

tramite previsto en la citada norma. 
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2.2.EXCEPCIÓN DE FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA:  

 

Procede el despacho a resolver sobre excepción de Falta de Legitimación en la Causa 

propuesta por el Municipio de Manizales.  

 

Expone la entidad que,  con fundamento en la ley 91 xe 1989, el decrto 2831 de 2005, 

ley 962 de 2005 y el decreto 1272 de 2018 que estableción una delegación de funciones 

meramente operativas en las Secretarpia de Educación de las entidades territoriales 

para el trámite de reconocimiento de prestaciones sociales de los docentes estatales 

ante la entidad fiuciaria administradora de los recursos del FOMAG, pero 

conservanbdo esa fiduciaria la función de toma de decisiones relacionadas con la 

aprobacion o negación de las mismas, así como la liquidación y pago de las 

prestaciones económicas a su cargo, solicitadas por los docentes a través de las 

secretarías de educación de las entidades territorales a las que se encuentran 

adscritos. 

 

Pronunciamiento de la parte demandante:  

 

Argumentó que el ente territorial no es la autoridad obligada al reconocimiento y 

cancelación de las obligaciones reclamadas en la demanda, pues, como indicó en el 

libelo introductorio, la parte pasiva, en el caso concreto, es la Nación-Ministerio de 

Educación - Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio; y, la actividad que 

cumplen la Secretarías de Educación de las entidades territoriales respecto de las 

prestaciones de los docentes al servicio de la educación estatal, no tiene carácter 

vinculante respecto de la responsabilidad en el reconocimiento y pago de las 

mismas; su labor está referida a trámites como recepción de documentos, proyección 

y suscripción de actos administrativos, notificaciones, etc., pero siempre en nombre 

y representación de Nación-Ministerio de Educación Nacional Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

  

Consideraciones:  

 

En este orden de ideas, para resolver ese medio exceptivo, ha de remitirse el 

Despacho a las obligaciones en materia prestacional del Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (FNPSM), y la racionalización de los trámites establecidos 

para su reconocimiento. En efecto, se tiene que por medio de la Ley 91 de 1989, se 

creó el referido Fondo1 como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

                                                           
1 Artículo 3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con 

independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad 
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patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán 

manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el 

Estado tenga más del 90% del capital. La mencionada ley en su artículo 4 dispuso 

que el FNPSM atendería las prestaciones sociales de los docentes nacionales y 

nacionalizados que se encontraran vinculados a la fecha de la promulgación de la 

referida Ley, y de los que se vinculen con posterioridad a ella, indicando en su 

artículo 5 numeral 1 que el objetivo de dicho Fondo es el de “Efectuar el pago de las 

prestaciones sociales del personal afiliado”. 

Entre tanto, el artículo 180 de la Ley 115 de 1994, por la cual creó el estatuto general 

de educación, señaló que las “prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales de Magisterio serán reconocidas por intermedio del Representante del 

Ministerio de Educación Nacional ante la entidad territorial a la que se encuentre vinculado 

el docente”; disposición que sería reiterada por la Ley 962 de 2005 en el artículo 562, 

que en lo relativo al trámite de las solicitudes de reconocimiento y pago de 

prestaciones económicas de los docentes, dispuso: 

 

“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL 

FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las 

prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del 

proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser 

elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 

correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo 

de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario 

de Educación de la entidad territorial.”  

 

Por su parte, el decreto 2831 de 2005 estableció que para el reconocimiento de 

prestaciones económicas a cargo del FNPSM, la radicación de las solicitudes debe 

efectuarse ante las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas 

a las cuales pertenezca el docente, en este sentido sus artículos 2 y 3 establecen: 

 

                                                           

fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional 
suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido 

cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la 
cual será una suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del 

contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional. 

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación descentralizada de los servicios en cada entidad 
territorial sin afectar el principio de unidad. 
2 Reglamentada por el decreto 2531 de 2005. 
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“ARTÍCULO 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de reconocimiento 

de prestaciones sociales, deberán ser radicadas en la secretaria de educación, o la 

dependencia o entidad que haga sus veces, de la respectiva entidad territorial 

certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante o 

causahabiente, de acuerdo con el formulario adoptado para el efecto por la 

sociedad fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, 

implementará un sistema de radicación único, que registre las solicitudes de 

reconocimiento de prestaciones económicas que deba pagar el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, en forma simultánea en la respectiva 

entidad territorial certificada y en la sociedad fiduciaria y que permita a los 

solicitantes conocer electrónicamente el estado de su trámite.  

 

ARTÍCULO 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con 

lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 

de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales 

que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será 

efectuada a través de las secretarías de educación de las entidades territoriales 

certificadas, o la dependencia que haga sus veces (…)”. 

 

Con sustento en la anterior relación normativa e igualmente atendiendo a lo 

expuesto por el H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 

Sección Segunda, Subsección A, en sentencia del 17 de noviembre de 2016 (Rad. 

Interno 1520-2014, C.P. Dr. William Hernández Gómez), se colige que el 

reconocimiento y pago de las prestaciones sociales del personal docente nacional o 

nacionalizado está a cargo de la Nación – Ministerio de Educación Nacional - 

FNPSM, de acuerdo con el procedimiento que para tal efecto ha sido dispuesto por 

el legislador, en armonía con los principios de coordinación, concurrencia y 

subsidiariedad consagrados en el artículo 288 de la Carta Política, sin que pueda 

desvirtuarse con fundamento en la racionalización de los trámites, el hecho que sea 

el mentado Fondo el encargado de reconocer y pagar los derechos prestacionales del 

personal del magisterio, razón por la cual se dará por probada la excepción de 

“FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA” propuesta desde el 

criterio material por el Municipio de Manizales. 
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2.3.FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta la demanda, la contestación y con base en el material 

documental obrante en el proceso, se fijará el litigio en los siguientes términos:  

 

2.3.1. Hechos jurídicamente relevantes que son materia de conceso.  

 

 
 Que el demandante solicitó a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO el día 9 de octubre de 2018, el reconocimiento y pago de las cesantías 

definitivas, siendo reconocida mediante Resolución No. 794 del 9 de noviembre de 

2018. (Hechos 3 y 4, Prueba archivo pdf 002). 

 

 El pago de las cesantías fue puesta a disposición de la docente el día 26 de febrero 

de 2019 (hecho 5-Prueba archivo pdf 002). 

 

 El 12 de agosto de 2020 fue radicada solicitud de reconocimiento de la sanción por 

mora en el pago de cesantías, misma que dio origen al acto que se enjuicia (Hecho 7 

y Prueba archivo pdf 002). 

 

2.3.2. Hechos jurídicamente relevantes que son materia de litigio: 

 
 Si hubo mora en el reconocimiento y pago de las cesantías de la demandante. 

 

2.3.3. Problema jurídico.  

 
 ¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA SANCIÓN 

MORATORIA CONTEMPLADA EN LA LEY 244 DE 1995, MODIFICADA POR LEY 1071 DE 2006, POR 

CONCEPTO DEL PAGO INOPORTUNO DE CESANTÍAS? 

 

EN CASO AFIRMATIVO  

  

• ¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS 

POR CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA?   

 

2.4.PRUEBAS SOLICITADAS EN EL PROCESO 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son suficientes para 

decidir de fondo el presente asunto, se procederá a incorporar las pruebas allegadas 

por las partes.  
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INCORPÓRASE al expediente los documentos aportados en el escrito de demanda 

y contestación a la misma, de la forma como se pasa a relacionar: 

• PARTE DEMANDANTE: archivo pdf 002 del cuaderno principal, siempre verse 

sobre los hechos materia de litigio.  
 

• MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL: No allegó documentos ni solicitó la 

práctica de pruebas. 

 

2.5. TRASLADO PARA ALEGATOS. 

 

Ejecutoriadas las decisiones tomadas en precedencia, SE CORRE TRASLADO A 

LAS PARTES POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio Público 

presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

2.6. RECONOCIMIENTO DE PERSONERÍA: 

 

Se reconoce personería al abogado LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS identificado 

con C.C. No. 80.211.391 y T.P. No. 250.292 del C.S. de la J, y al abogado ALEJANDRO 

ÁLVAREA BERRIO portadoro de la T.P. 241.585, para actuar en representación de 

la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN (FOMAG), conforme con el poder y 

la sustitución allegada por la entidad.  

 

Se reconoce personería a la abogada GLORIA YANETH OSORIO PINILLA con T.P. 

No. 257.419 del C.S. de la J, para actuar en representación del MUNICIPIO DE 

MANIZALES, conforme con el poder allegado con la contestación a la demanda.  

 

NOTIFÍQUESE, 
                                     

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

La anterior providencia se notificó por 

ESTADO Nº130, el día 25/08/2021 

SIMÓN MATEO ARIAS RUIZ 

SECRETARIO 

 


